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CONSEJO SUPERIOR DE LA JUDICATURA

SALA JURISDICCIONAL DISCIPLINARIA

Bogotá, D. C., 05 de febrero de 2014

Aprobado según Acta No. 005 de la fecha.

Magistrado Ponente: ANGELINO LIZCANO RIVERA

Radicación No. 110011102000200907044 01

	Referencia:
	Funcionario Apelación.

	Denunciado:
	Luis Eduardo Beltrán Farías.

Juez Quinto Penal Municipal de Bogotá.

	Informante:
	Germán Guevara Ochoa

	Primera Instancia:
	Sanciona con Destitución e Inhabilidad General de 20 años.

	Decisión:
	Confirma sanción.


OBJETO DE LA DECISIÓN 
Procede esta Superioridad a pronunciarse en grado jurisdiccional de consulta, respecto del fallo proferido el 18 de septiembre de 2013- Acta N°14, por medio del cual la Sala Jurisdiccional Disciplinaria del Consejo Seccional de la Judicatura de Bogotá
, sancionó con DESTITUCIÓN E INHABILIDAD GENERAL para ejercer cargos públicos por el término de 20 años, al doctor LUIS EDUARDO BELTRÁN FARÍAS en su condición de Juez Quinto Penal Municipal de Bogotá, tras hallarlo responsable de infringir el deber consagrado en el numeral 1 del artículo 153 de la Ley 270 de 1996, en concordancia con lo dispuesto en el numeral 1 del artículo 48 de la Ley 734 de 2002; el artículo 30 de la Constitución Política y el artículo 1° de la Ley 1095 de 1996 (sic) – Hábeas Corpus.

HECHOS Y ANTECEDENTES PROCESALES

Hechos. Se contraen al contenido del oficio del 22 de septiembre de 2009, suscrito por el señor Germán Guevara Ochoa, dirigido al Procurador General de la Nación, en el cual se indicó: “Respetuosamente me dirijo a usted con el fin de presentar queja sobre la mala conducta que presenta el Juez Luis Beltrán, famoso por ordenar la libertad de el Indio, Felipe Sierra y Fritanga, contra derechos y por otras decisiones dentro de las que se encuentra el caso Cajanal, donde resolvió cerca de 500 tutelas y ordenó a la entidad contestar en tres días; Cajanal no tuvo como responder y el fallo ni fue apelado. Otra de las decisiones fue el relacionado con Transgas donde debía resolver cual de las partes tenía facultada para demandar, pero el se excedió y dijo que no había delito. Sobre la presente no es necesario me notifiquen sobre alguna decisión que se tome sobre el tema, pues no conozco más acerca de éste y no me interesa hacerme partícipe en el desarrollo de un proceso llevado por el presente motivo. Anxo recorte de periódico (fls.2 y 3 c.o. Sic). El anterior escrito fue remitido a esta jurisdicción por la Procuraduría el día 25 de septiembre de 2009, conforme al oficio N°1323482009 (fl.1 c.o).

Antes de cualquier actuación, la Secretaría Judicial de la Sala Jurisdiccional Disciplinaria del Consejo Seccional de la Judicatura de Bogotá dejó la siguiente constancia: “En Bogotá D.C. a los dieciocho (18) días del mes de noviembre de dos mil nueve (2009) se informa al señor Magistrado doctor ÁLVARO LEÓN OBANDO MONCAYO que en esta Sala se tramitó el proceso disciplinario por PRESUNTA FALTA A LOS DEBERES LEGALES EN EL TRAMITE DE LAS TUTELAS CONTRA CAJANAL POR VIOLACION AL DEBIDO PROCESO ENTRE OTROS; de AGUSTÍN NÚÑEZ ROSALES contra LUIS EDUARDO BELTRÁN FARÍAS JUEZ 5° MUNICIPAL – Radicado N°2004-04898, asignado por reparto ¡ al Despacho de la Doctora ELKA VENEGAS AHUMADA; igualmente : se informa que se tramitan los siguientes procesos disciplinarios contra ! LUIS EDUARDO BELTRÁN FARÍAS - JUEZ 5 PENAL MUNICIPAL. BOGOTÁ: Proceso por PRESUNTA FALTA A LOS DEBERES LEGALES POR PERMITIR LA LIBERTAD DE JHON FREDDY MANCO TORRES ALIAS EL INDIO".. UNO DE LOS LUGARTENIENTES DE LA ORGANIZACIÓN DE DANIEL RENDON HERRERA ALIAS "DON MARIO" Y DE JUAN FELIPE SIERRA, de CONSEJO SUPERIOR SALA DISCIPLINARIA, radicado bajo el N°2009-0302}: proceso disciplinario por PRESUNTA FALTA A LOS DEBERES LEGALES POR POSIBLE IRREGULAR DE PROCEDIMIENTO CONTRA EXMINISTRO LUIS CARLOS VALENZUELA Y LUIS FERNANDO RAMIREZ POR UTILIZACIÓN INDEBIDA DE INFORMACIÓN PRIVILEGIADA Y USO DE DOCUMENTOS RESERVADOS, de GERMÁN GUEVARA OCHOA - Radicado bajo el N°2009-04146,asignados por reparto al Despacho del Doctor MAURICIO MARTÍNEZ SÁNCHEZ; y proceso por PRESUNTA FALTA A LOS DEBERES LEGALES POR POSIBLES IRREGULARIDADES COMETIDAS AL PERMITIR QUE POR INTERMEDIO DE ACCIONES DE TUTELA A SU CARGO APROXIMADAMENTE 500 PENSIONADOS OBTUVIERAN POR PARTE DE CAJANAL LA PENSIÓNN GRACIA QUE ESTABAN RECLAMANDO EN EL AÑO 2003, del CONSEJO SUPERIOR SALA DISCIPLINARIA, radicado bajo el N°2009-04404, asignado por reparto al Despacho de la Doctora LUZ HELENA CRISTANCHO ACOSTA. Lo anterior para los fines pertinentes a que haya lugar” (fls. 5-6 c.o. Se hizo transcripción). 

En el anterior orden de ideas, le correspondió al Despacho del Magistrado Álvaro León Obando Moncayo – Magistrado de la Sala Jurisdiccional Disciplinaria del Consejo Seccional de la Judicatura de Bogotá, investigar sobre las presuntas irregularidades del Juez al otorgarle la libertad al señor Edgar Salazar, por Hábeas Corpus y el caso de Transgas.
Indagación preliminar. Por auto del 28 de enero de 2010, el Magistrado A quo, resolvió aperturar indagación preliminar contra el doctor LUIS EDUARDO BELTRÁN FARÍAS en su condición de Juez Quinto Penal Municipal de Bogotá, donde se ordenó la acreditación de la calidad de funcionario, allegándose acuerdo de nombramiento, acta de posesión, certificación de tiempo de servicios, cargo direcciones y teléfonos etc. (fls.7-8 c.o.).

En esta etapa, se recaudó el siguiente material probatorio:

*
El Juzgado Quinto Penal Municipal de Bogotá, por oficio N°632 del 8 de abril de 2010, hizo llegar con destino a al actuación copias del Hábeas Corpus de Radicado N°00832009, donde el sindicado era el señor Edgar Salazar Corredor. Envió además copia del comisorio N°001 ante el Juzgado Penal Municipal del Acacías – Meta , mediante el cual se solicitó librar la boleta de libertad a nombre del implicado (fl.22 c.o y c.a) y a través del oficio N°0832 del día 27 del mismo mes y año, se informó que el proceso N°20090032 adelantado contra Luis Carlos Valenzuela Delgado y Otros, por el delito de Utilización de Información Privilegiada, se encontraba en apelación ante el Juzgado 50 Penal del Circuito de esta ciudad, según oficio N°0642 del 12 de abril de 2010 (fl.23 c.o.). 
*
El Director de la Secretaría de Gobierno de Bogotá D.C., hizo llegar copia de las Actas de Posesión del doctor Luis Eduardo Beltrán Farías como Juez Quinto Penal Municipal de Bogotá, así como de las demás personas que han ocupado el cargo (fls.24-63 c.o.). 

En esta etapa se obtuvo el siguiente recaudo probatorio:

*
La Fiscalía 201 Local de la Unidad de Administración Pública – Dirección Seccional de Fiscalías, con oficio N°0177 del 14 de diciembre de 2010, informó que ante esa delegada se adelantaba contra averiguación de responsables por el presunto delito de Contrato sin Cumplimiento de Requisitos Legales – Denunciante María Clara Castro Marín, contrayéndose los hechos a la suscripción y ejecución de los siguientes contratos ó convenios de Cooperación y Asistencia Técnica suscritos entre la SECAB (CONVENIO ANDRÉS BELLO) y la VEEDURÍA DISTRITAL, así: “1°.Convenio número 13 de 2005, relacionado con la Asistencia y Aplicación Operativa del MECI por valor de $11.500.000.00. Proyecto 271; 2°. Convenio N°9 de 2005, relacionado con la Implementación y Puesta en marcha del Centro de Información, Divulgación para el Control Social - CASA CIUDADANA DEL CONTROL SOCIAL», por valor de $169.100.000 - Proyecto N°302; 3°.Convenio N°3 de 2006, relacionado con el Desarrollo y Ejecución del proyecto “PROMOCIÓN y CUALIFICACIÓN DE LA ORGANIZACIÓN CIUDADADNA PARA EL CONTROL SOCIAL EFECTIVO”, Por un valor de $68.700.0000.00 ... Proyecto N°299; Convenio N°4 de 2006 - relacionado con el proyecto “SISTEMA INTEGRAL PARA EL MEJORAMIENTO DE LA GESTIÓN PÚBLICA DISTRITAL, por valor de $70.200.000.00. Proyecto N°271. La solicitud de investigación se origina con base en la queja elevada por el Veedor Ciudadano Alberto Contreras, ante el Programa presidencial de Modernización, Eficiencia, Transparencia y Lucha Contra la Corrupción, al considerarse presuntas irregularidades en la suscripción de el-tos contratos, por estar proscritos de acuerdo a la Sentencia de Constitucionalidad C-249 de 2004, siendo M.P. Jaime Araujo Rentería. Actualmente el expediente se encuentra en la Unidad de Administración Pública del CTL, adelantando una Orden de Policía Judicial de acuerdo la solicitud de actividades investigativas elevada por el Procurador 55 Judicial II Penal, Dr. Marlon Fernando Díaz Ortega y que hacen parte del cronograma de actividades señaladas en el Programa Metodológico” (fls.69-70 c.o. Sic para lo transcrito).
*
El Juzgado 50 Penal del Circuito de Bogotá, con oficio N°0897 del 26 de abril de 2010 allegó copia del proceso N°20090032 adelantado contra Luis Carlos Valenzuela Delgado y Otros, por el delito de Utilización de Información Privilegiada, en 15 cuadernos (c.a).

Apertura de investigación. Conforme auto del 22 de octubre de 2010, el Magistrado investigador de instancia, decretó la apertura de investigación disciplinaria contra el doctor LUIS EDUARDO BELTRÁN FARÍAS en su condición de Juez Quinto Penal Municipal de Bogotá, de conformidad con el artículo 153 de la Ley 734 de 2002. 

En esta etapa se notificó al accionado, previniéndolo del derecho a rendir versión libre y se le dio valor legal a los elementos probatorios recolectados (fls.73-74 c.o.). 

Por auto del 29 de marzo de 2012, el A quo conforme al artículo 53 de la Ley 1474 de esa anualidad, dispuso el cierre de investigación y ordenó las notificaciones de rigor, enseñando que contra esa decisión procedía el recurso de reposición (fl.83 c.o.).

Pliego de cargos. Mediante providencia del 30 de mayo de 2012, la Sala Jurisdiccional Disciplinaria del Consejo Seccional de la Judicatura de Bogotá, le formuló pliego de cargos al inculpado doctor LUIS EDUARDO BELTRÁN FARÍAS, en su condición de Juez Quinto Penal Municipal de Bogotá, por la presunta trasgresión del deber previsto en el numeral 1 del artículo 153 de la Ley 270 de 1996, en concordancia con lo dispuesto en el artículo 30 de la Constitución Política; el artículo 1 de la Ley 1095 de 2006 y el artículo 196 de la Ley 734 de 2002.

Para el efecto, después de hacer un recuento fáctico de los hechos, incluyendo el material probatorio allegado como las copias del proceso penal N°2008012 adelantado en contra del señor Edgar Salazar Corredor (a.1); de las sentencia proferidas por el Tribunal Superior de Bogotá y la Sala Penal del Corte Suprema de Justicia al interior del proceso penal N°200900155 seguido contra el funcionario judicial Luis Eduardo Beltrán Farías, por el delito de Prevaricado (a.3); de la acción de Habeas Corpus N°20090083 por medio del cual se le concedió la libertad al señor Edgar Salazar Corredor (a.4); del proceso penal N°200090032 de Armando Lloreda Zambrano contra Luis Carlos Valenzuela Delgado, Luis Fernando Ramírez Acuña y Felipe Rivera Herrara por el delito de Utilización indebida de información privilegiada y divulgación y empleo de documentos reservados (a.5 y 6); de haber individualizado al disciplinado y de dejar constancia sobre las notificaciones personales de rigor de los autos de indagación, apertura y cierre de investigación, sin lograr pronunciación del mismo sobre los hechos, la Sala A quo consideró que el artículo 162 de la ley 734 de 2002 exigía la presencia de dos requisitos para que sea posible formular auto de cargos: la demostración objetiva de la falta disciplinaria y la exigencia de un medio probatorio que comprometa la responsabilidad del disciplinado y de conformidad con el artículo 196 ibídem la constituía el incumplimiento de los deberes y prohibiciones, la incursión en las inhabilidades, impedimentos, incompatibilidades y conflicto de intereses previstos en al Constitución, en la Ley Estatutaria de la administración de Justicia y demás leyes.

En ese orden de ideas, precisó que la acusación formulada contra el doctor Luis Eduardo Beltrán Farías, consistía en que, al parecer, acudiendo a argumentos contrarios a las normas legales, el 5 de marzo de 2009, le concedió la libertad inmediata, al señor Edgar Salazar Corredor, decisión adoptada en la acción de Hábeas Corpus, estimado que al no haberse resuelto el recurso de apelación dentro del termino legal se le estaba vulnerando ese, al haber transcurrido un lapso de tiempo considerable para el pronunciamiento, obviado las eventualidades de procedencia de aquella acción Constitucional, consagradas en el artículo 30 de la Constitución Política de Colombia y en el artículo primero de la Ley 1095 de 2006; en palabras sencillas quien se encuentre privado de la libertad legalmente, debería controvertir esa situación dentro del respectivo proceso penal - artículo 415 Código de Procedimiento Penal

Luego dijo que sería del caso pronunciarse sobre el hecho consistente en las posibles irregularidades en que incurrió en el trámite del proceso de Transgas, de no ser porque se advertía la inexistencia de un nexo causal entre los hechos, haciéndose necesaria la ruptura de unidad procesal, a más que del informativo del Sistema de Consulta Siglo XXI de ésta Corporación, se tiene que dicha conducta fue materia de investigación y decisión al interior del proceso disciplinario N°200904404, M.P Olga Fanny Pacheco Álvarez.
Así las cosas el cargo imputado al investigado encontraba fundamento en las sentencias de primera y segunda instancia proferida al interior del proceso penal N°2009001555 seguido en su contra; en el proceso de acción de Hábeas Corpus N°20090083, tramitado por el ex funcionario investigado a favor de Edgar Salazar Corredor, dentro del cual, le concedió la libertad inmediata el 5 de marzo de 2009.

Entonces, la conducta desplegada por el doctor Luis Eduardo Beltrán Farías, implicaba el incumplimiento del deber establecido en el numeral 1 del artículo 153 de la Ley 270 de 1996, en concordancia con lo dispuesto por los artículos 30 de la Constitución Política de Colombia y 1 de la Ley Estatutaria 1095 de 2006, a su vez determinó que faltas eran consideradas, provisionalmente graves a título de culpa conforme a los criterios establecidos por el artículos 43 del actual Código Disciplinario Único, particularmente por la calidad del funcionario inculpado, para el momento de los hechos, la cual suponía pleno conocimiento de las normas reguladoras de la actividad a su cargo y responsabilidad en grado sumo; la naturaleza esencial del servicio de administrar justicia. En consecuencia, al estar plenamente demostrado el aspecto objetivo de la conducta mencionada y existir pruebas suficientes que comprometían seriamente la responsabilidad del funcionario judicial acusado, como lo es la documental aportada, esta Sala procedía a formular pliego de cargos de acuerdo con los dispuesto en el artículo 162 del Código Disciplinario Único (fls.94-102 c.o).

Notificada la anterior decisión en debida forma, no hubo pronunciamiento del investigado, conforme a la constancia secretarial del 28 de junio de 2012 (fl.104 c.o.). 

El Ministerio Público, mediante oficio del P20J422012, del 26 de julio de 2012, luego de precisar que una vez notificado del auto del 30 de mayo de 2012 – auto de pliego de cargos, pidió la nulidad de lo actuado a partir la misma determinación, habida cuenta que la conducta analizada en relación con el disciplinado Beltrán Farías, se remitía al proferimiento del fallo de fecha 5 de marzo de 2009, por medio del cual decidió de manera favorable el Hábeas Corpus, a favor del sentenciado narcotraficante Edgar Salazar Corredor, cuando la actuación correspondiente se hallaba al despacho del Magistrado ponente de la Sala Penal del Tribunal Superior de Bogotá, encargado de elaborar el proyecto de sentencia con la cual habría de decidirse el recurso de apelación interpuesto contra el fallo condenatorio de primer grado. 

Observó que el comportamiento descrito solo fue valorado por la Sala A quo en el auto cuestionado como un simple “incumplimiento del deber” establecido en el numeral 1 del artículo 153 de la Ley 270 de 1996, en concordancia con el artículo 30 de la Constitución Política y el 1° de la Ley estatutaria 1095 de 2006, reguladores estos últimos de la denominada acción de Hábeas Corpus, sin hacer mención por algún lado en la motivación de dicho interlocutorio, del artículo 196 de la Ley 734 de 2002, por la transgresión a la misma, lo no solo constituía una irregularidad sino que rayaban con el desconocimiento del derecho de defensa del disciplinado, y lo que más sorprendía al suscrito representante de la agencia Ministerial era el desacierto en incurrido en la selección de la norma sustantiva disciplinaria presuntamente infringida, sino en la pálida respuesta ofrecida en esa judicatura en su formulación de cargos a la gravísima infracción de deberes inobservados por el entonces Juez Beltrán Farías, claramente constitutiva de un hecho punible, que ya le había significado por parte de la justicia penal una sentencia condenatoria por el delito de prevaricato en virtud del cual le fue asignada una pena definitiva de 66 meses de prisión por parte de la Corte Suprema de Justicia - Sala Penal de la Corte Suprema de Justicia el 26 de mayo de 2011, al desatar el recurso de apelación contra el fallo del Tribunal Superior de Bogotá de 31 de mayo de 2010.

En ese orden de ideas, tal como se había significado, en otro proceso disciplinario de Radicado N°20093023F, los comportamientos cometido por Beltrán Farías, no se remitían a una simple omisión de deber por vía de excluir el fundamento de una decisión, sino a algo con mayores alcances antijurídicos referidos a una acción tratada claramente el artículo 196 de la Ley 734 de 2002 en relación con el numeral 1 del artículo 55 ibídem, “normas que tornan aplicables a los funcionarios judiciales disposiciones que en principio solo serian observables en relación con el denominado “régimen de los particulares”, previsto en los artículo 52 y siguientes de la normatividad en cita. No existe dificulta alguna en esta interpretación, puesto que el citado artículo 196 al aludir a las “faltas gravísimas” contempladas en este Código, no hace referencia diversa a las reguladas en también ya mencionado artículo 55, susceptibles de ser cometidas también por funcionarios jurisdiccionales y de ser calificadas y sancionadas con respuestas punitivas ajustadas al carácter gravísimo que las mismas revisten” (sic). 

Enfatizó que lo anterior, era ni más ni menos lo que correspondía observar en este caso con respecto al funcionario disciplinado, ya declarado efectivamente responsable en relación con los hechos aquí analizados, por parte de la jurisdicción penal, por lo que no habría razón alguna para valorarlos aquí de una forma tal que no se compadeciera con las necesidades de respuesta a ofrecer la jurisdicción disciplinaria. Por ello se enfatizaba en la necesidad de ajustar la valoración jurídica de la situación fáctica analizada a su debida correspondencia y al no existir otra forma procesal de corregir el yerro, de resultas menos traumática desde el punto de vista procesal, máxime cuando aquí debía velarse no solo por los derechos del disciplinado, sino por los de una sociedad expectante, se solicitaba la nulidad de lo actuado y se formulara nuevamente pliego de cargos en los términos de ley anotados (fls.108-113 c.o.).

*
La Secretaría Judicial de la Sala Jurisdiccional Disciplinaria del Consejo Superior de la Judicatura, certificó que contra el doctor Luis Eduardo Beltrán Farías, identificado con la C.C. N°79.105.989 en su calidad de Juez Quinto Penal Municipal de Bogotá, no se registraban antecedentes disciplinarios (fls.116-117 c.o.).

*
Se dejó constancia secretarial que con base en el cese de actividades esa Secretaría estuvo cerrada entre el 23 de octubre al 27 de noviembre de 2012 y no se corrieron términos (fl.120 c.o.). 

* Mediante oficio N°P20J-75-2012, dirigido al entonces Magistrado de la Sala Jurisdiccional Disciplinaria del Consejo Seccional de la Judicatura de Bogotá, José Albino Ibagué, el Ministerio Público, deprecó la atención primordial a la solicitud de nulidad deprecada el 26 de julio de 2012 (fls.122-125 c.o.).

De la variación de la calificación jurídica. Por auto 18 de diciembre de 2012, la Sala A quo, resolvió NO DECRETAR LA NULIDAD impetrada por el Ministerio Público y VARIAR LA CALIFICACIÓN JURÍDICA, en consecuencia formular pliego de cargos al doctor LUIS EDUARDO BELTRÁN FARÍAS, con C.C. N°79.105.989 de Engativá, en su condición de Juez Quinto Penal Municipal de Bogotá por la presunta trasgresión del deber consagrado en el numeral 1 del artículo 153 de la Ley 270 de 1996, en concordancia con lo dispuesto en el artículo 30 de la Constitución Política; el numeral 1 del artículo 48 de la Ley 734 de 2002; el numeral 1 del artículo 1095 de 2006 y el artículo 196 del Régimen Disciplinario de los Servidores Públicos. 

Para lo de ley, la Sala A quo indicó que mediante auto del 30 de mayo de 2012 se había corrido pliego de cargos contra el disciplinable por la presunta transgresión del deber consagrado en el “numeral 1 del artículo 153 de la Ley 270 de 1996, en concordancia con lo dispuesto por los artículos 30 de la Constitución Política de Colombia, 1 de la Ley Estatutaria 1095 con el artículo 196 de la ley 734 de 2002, en cuanto el argumento expuesto en la sentencia del 5 de marzo de 2009 para otorgarle la libertad inmediata al señor Edgar Salazar Corredor, error de tipo, aunque sustentado, desconoció lo previsto en el ordenamiento jurídico: siendo que, el funcionario judicial en sus decisiones está sometido al imperio de la ley (sic)” y una vez observada la solicitud de nulidad planteada por el Ministerio Público el 20 de junio y 26 de julio de 2012, a más de traer a colación la normativa vigente en lo que tiene que ver con las nulidades - artículos 143 y 310 de la Ley 734 de 2002, indicó que no le asistía razón al Agente de la Procuraduría, en tanto, estas – las nulidades, solo podían darse en los eventos expresamente señalados, y el presunto error en la calificación jurídica, no conllevaba, per se, a la violación del debido proceso o a la defensa del investigado, pues el pliego de cargos, no conllevaba un prejuzgamiento, caso contrario era el sello a aquel principio de los destinatarios de la ley disciplinaria, permitiéndole un debate adecuado a partir de ese instante procesal y hasta la terminación de la actuación, manteniéndose en dicho lapso la presunción de inocencia. Entonces, se negaba la nulidad deprecada. 

Así las cosas, teniendo en cuenta que no se había concluido la práctica de pruebas, mucho menos haberse dictado fallo de primera instancia, conforme al inciso final del artículo 165 de la Ley 734 de 2002, entró a variar la calificación jurídica – pliego de cargos. 

Luego precisó que la acusación formulada contra el doctor Luis Eduardo Beltrán Farías, consistía en que, al parecer, acudiendo a argumentos contrarios a las normas legales, el 5 de marzo de 2009 le concedió la libertad inmediata al señor Edgar Salazar Corredor, conforme a un Hábeas Corpus, donde aquel estimó que “al no haberse resuelto el recurso de apelación dentro del termino legal se le estaba vulnerando el derecho a la libertad del procesado, pues había trascurrido un lapso de tiempo considerable para el pronunciamiento obviado (…)”, que no existía causal de libertad con ese sustrato fáctico, pues las eventualidades para la procedencia de la acción de Habeas Corpus, estaban consagradas en el artículo 30 de la Constitución Política de Colombia y en el artículo primero de la Ley 1095 de 2006. En otras palabras, la persona privada de la libertad legalmente, debía controvertir tal orden dentro del respectivo proceso penal - artículo 415 Código de Procedimiento Penal, conforme a los recursos legales para revisar la decisión del funcionario judicial y evitar una eventual arbitrariedad, a más que del acervo probatorio allegado se tenía como el beneficiario de la decisión no tenía ninguna expectativa cercana de su libertad, por cuanto se había acogido a sentencia anticipada – aceptó los cargos voluntariamente y apeló solicitando una reducción de la pena de prisión impuesta, no la libertad, por tanto, era clara la legalidad de la privación de la libertad del procesado.

Así las cosas, la mencionada conducta, al tenor de lo dispuesto por el artículo 196 de la Ley 734 de 2002, constituía falta disciplinaria, pues el argumento expuesto para otorgar la libertad inmediata al señor Edgar Salazar Corredor, desconoció lo previsto en el ordenamiento jurídico, siendo que el funcionario judicial en sus decisiones estaba sometido al imperio de la Ley – artículo 230 de la Constitución Política. 

Precisó también que sería del caso pronunciarse sobre el hecho consistente en las posibles irregularidades del mismo funcionario en el trámite del proceso de Transgas, de no ser porque se advertía la inexistencia de un nexo causal con lo hechos, haciéndose necesaria la ruptura de unidad procesal, empero, del Sistema de Consulta Siglo XXI de esa Corporación, se tenía que dicha conducta fue materia de investigación y decisión al interior de proceso disciplinario N°2009044 bajo la orientación de la Magistrada Olga Fanny Pacheco Álvarez..

Acto seguido observó que el cargo imputado al investigado encontraba fundamento en las sentencias de primera y segunda instancia proferida al interior del proceso penal de Radicado N°2009001555 seguido en su contra; en el proceso de acción de Hábeas Corpus N° 20090083, tramitado por aquel a favor de Edgar Salazar Corredor, con el cual le concedido la libertad inmediata el 5 de marzo de 2009 y en el proceso seguido contra el mismo señor Salazar Corredor por el delito de Concierto para Delinquir y Tráfico de Estupefacientes. En ese orden de ideas, la conducta desplegada por el doctor Luis Eduardo Beltrán Farías implicaba el incumplimiento del deber establecido en el numeral 1 del artículo 153 de la Ley 270 de 1996 consistente en respetar, cumplir y dentro de la órbita de su competencia, hacer cumplir la Constitución las leyes y los reglamentos, en concordancia con lo dispuesto en el artículo 48, numeral 1, de la Ley 734 de 2002, por haber realizado objetivamente una descripción típica consagrada en la ley como delito sancionable a título de dolo , por cuanto con su actuar al interior de la acción de Hábeas Corpus, referido incurrió en el delito de Prevaricato por Acción Agravado, previsto en los artículos 413 y 415 del Código Penal y de acuerdo con lo dispuesto en los artículos 30 de la Constitución Política de Colombia y el artículo 1 de la Ley 1095 de 1996 (sic), no existía una causal legal que permitiera la libertad de aquel, pues se iteraba, que al haberse acogido a la figura de sentencia anticipada no albergaba expectativa alguna, ni siquiera por el hecho de que prosperara el recurso de apelación, pues se había recurrido lo referente a la tasación de la penal, es decir, el procesado, no realizó ningún reclamo sobre su libertad. 

Trajo luego a colación, las normas Constitucionales y legales referentes a la figura del Hábeas Corpus, así: 
“Constitución Política.

(…)

Artículo 30. Quien estuviere privado de su libertad y creyere estarlo ilegalmente, tiene derecho a invocar ante cualquier autoridad judicial, en todo tiempo, por sí o por interpuesta persona, el Hábeas Corpus. el cual debe resolverse en el término de treinta y seis horas” .

Ley 1095 de 2006, promulgada en el diario oficial N°46.440 del 2 de noviembre de 2006, reglamento este derecho, y dispuso:

Artículo 1°. Definición. El Hébeas Corpus es un derecho fundamental y, a la vez una acción Constitucional que tutela la libertad personal cuando alguien es privado de la libertad con violación de las garantías constitucionales o legales, o esta se prolongue ilegalmente. Esta acción únicamente podrá invocarse o incoarse por una sola vez y para su decisión se aplicará el principio pro homine. El Hábeas Corpus no se suspenderá, aun en los Estados de Excepción…”

Ley 734 de 2002 
(…)

Artículo 48. Son Faltas gravísimas las siguientes: 

1. Realizar objetivamente una descripción típica consagrada en la ley como delito sancionable a título de dolo, cuando se cometa con razón o con ocasión o como consecuencia de la función o cargo o abusando del mismo”

Calificó la conducta como Gravísima, conforme a los criterios establecidos por el numeral 1 del artículo 48 de la Ley 734 de 2002 – Código Disciplinario Único, particularmente por la realización objetiva de una conducta consagrada en la ley como delito a título de dolo, en razón a su cargo, el cual suponía un pleno conocimiento de las normas reguladoras de actividad judicial y por ende, la grave afectación del mismo. En cuanto a la culpabilidad, dijo la Sala A quo que la falta pudo haber sido cometidas con Dolo, pues, por razón del cargo desempeñado, pues como se había señalado aquel – el Juez, tenía conocimiento pleno de las normas que regulan la materia y por consiguiente, debió y pudo evitarlas en aras de garantizar la eficiencia del servicio bajo su dirección y cuidado y la protección del bien jurídico tutelado como es la recta administración de justicia, pero, en su lugar, al parecer, voluntariamente las transgredió. 

En consecuencia al hallar demostrado hasta el momento el aspecto objetivo de la conducta y al existir pruebas suficientes que comprometían seriamente la responsabilidad del funcionario judicial acusado, como la documental aportada, se procedía a variar la calificación jurídica y formular el Pliego de Cargos en relación con los hechos enunciados, de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 162 del Código Disciplinario Único (fls.127-138 c.o.).

La anterior decisión fue notificada personalmente al doctor Luis Eduardo Beltrán Farías, conforme al Acta de Notificación Personal, del 31 de enero de 2013, en la cual se le hizo saber que a partir del día siguiente contaba con 10 días para rendir descargos, solicitar o aportar pruebas, si así lo estimaba pertinente (fl.140 c.o.)

Por auto del 21 de febrero de 2013, el A quo, conforme a lo establecido en los artículos 166 de la Ley 734 de 2002, aperturó el proceso a pruebas y ordenó, oficiar a la Secretaría Judicial de la Sala Disciplinaria del Consejo Superior de la Judicatura; a la Procuraduría General de la Nación y a la Policía Nacional, certificar sobre la existencia de antecedentes del investigado (fl.142 c.o.). 
La Procuraduría 20 Judicial Penal II de Bogotá, a través de oficio dirigido al doctor José Albino Ibagué, Magistrado de la Sala Jurisdiccional Disciplinaria del Consejo Seccional de la Judicatura de Bogotá, observó que aunque se había variado la calificación – pliego de cargos, se insistía en la pronta resolución de la causa, habida cuenta el riesgo represcripción (fl.146 c.o.) 

*
La Secretaría Judicial de la Sala Jurisdiccional Disciplinaria del Consejo Superior de la Judicatura, certificó que contra el doctor Luis Eduardo Beltrán Farías, identificado con la C.C. N°79.105.989 en su calidad de Juez Quinto Penal Municipal de Bogotá, no se registraban antecedentes disciplinarios (fl.149 c.o.).
*
La Procuraduría General de la Nación, a través del Certificado N°45857823 del 17 de abril de 2013 hizo constar que el señor Luis Eduardo Beltrán Farías, registraba las siguientes anotaciones:

-
Prisión – 66 meses –multa en SM.L.M.V $ 108.30 – Inhabilidad para desempeñar derechos y funciones públicas, 94 meses – Delito : Prevaricato por Acción – Ley 599 de 2000 – Decisión de Primera Instancia : Tribunal Superior de Bogotá –mayo 31 de 2010 – Decisión de Segunda Instancia: Corte Suprema de Justicia – enero 26 de 2011.

-
Prisión – 32 meses –multa en SM.L.M.V $ 44.44 – Inhabilidad para desempeñar derechos y funciones públicas, 40 meses – Delito: Prevaricato por Acción – Ley 599 de 2000 – Decisión de Primera Instancia: Tribunal Superior de Bogotá – octubre 24 de 2012.

-
Inhabilidades – para contratar con el Estado Ley 80 de 1993 – Artículo 8, Literal D, del 23 de febrero de 2011 al 22 de febrero de 2016; del 19 de octubre de 2012 al 18 de octubre de 2017; del 23 de febrero de 2011 al 22 de febrero de 2021 (fls.154-158 c.o.). 

Por auto del 29 de abril de 2013, se ordenó informarle al Procurador 20 Judicial Penal II de Bogotá que de acuerdo a lo establecido en el artículo 166 de la Ley 734 de 2002, se decidió aperturar el proceso a pruebas y reiteró la solicitud de antecedentes penales del investigado (fl.159 c.o.).

- 
Por oficio N°2664305/ARAIJ-GRURA 38.10 del 6 de mayo de 2013 el Consultor de Base de Datos de la Dirección de Investigación Criminal e Interpol de la Policía Nacional, en la base de datos aparecían a nombre del señor Luis Eduardo Beltrán Farías los siguientes registros: 

“Juzgado 64 Penal Municipal de Garantías de Bogotá, en oficio 032 del 14 de julio del 2009, comunica orden de captura, para formular imputación e imponer medida aseguramiento, proceso 110016000092200900157 ni 97748, por el delito de Prevaricato por Acción. Misma autoridad cancela orden de captura sin motivo en oficio sin número y sin fecha. 

Fiscalía 24 Delegada Unidad Delegada ante el Tribunal Superior de Bogotá, en oficio 24-00058 del 24 de julio del 2009, comunica orden de captura, Proceso 16195, por el delito de Peculado y Prevaricato. Misma autoridad cancela orden de captura sin motivo en oficio sin número y sin fecha.

Tribunal Superior Sala Penal de Bogotá, en oficio 1969 del 09 de marzo del 2011, comunica sentencia de fecha 31/05/2010, condenó a 120 meses de prisión, no informa si o no concedió el subrogado de la pena, la Sala de Casación Penal Honorable Corte Suprema modifica a 66 meses de prisión y confirma, Proceso 2009-00155-00, por el delito de prevaricato por acción. 

Juzgado 16 de Ejecución de Penas y Medidas de Bogotá, en oficio 357 del 15 de marzo del 2011, comunica solicitud de antecedentes, condenó el Tribunal Superior de Bogotá a la pena de 5 años y 6 meses de prisión. proceso 110016000922000900155, por el delito de prevaricato por acción.

Tribunal Superior de Distrito Judicial Sala Penal de Bogotá, en oficio 7-5004 del 19 de octubre del 2012, comunica sentencia de fecha 01/10/2012, condena 34 meses de prisión, proceso 1100160000922009-00157 -00, por el delito de prevaricato por acción.

Tribunal Superior Tribunal Superior Distrito Judicial de Bogotá, en oficio 23549 del 1G de noviembre del 2005, comunica sentencia de fecha 11/11/05, condenó a 74 meses prisión, no concede subrogado penal, proceso 110012204000200301285, por el delito de concusión.

Figura como Luis Eduardo Beltrán Farías con Cédula de Ciudadanía 79105989: Fiscalía 7 Seccional Unidad Seccional de Fiscalías de Bogotá, en oficio 241 del 01 de julio del 2003, comunica solicitud de antecedentes, proceso 14322, no informa delito. 
(…) Lo anterior según lo estipulado en el artículo 60 de la ley 1453 del 2011 (reforma el articulo 313 del Código de Procedimiento Penal), cuando la persona haya sido capturada por conducta constitutiva de delito o contravención dentro de los tres (3) años anteriores, es importante mencionar en los informes policiales, no solo los antecedentes penales (condenas ejecutoriadas), sino también las anotaciones (registros en bases de datos) por capturas que se le hayan realizado.
(…)

La información suministrada es de carácter RESERVADO, por lo tanto a ese despacho, corresponde guardar la respectiva reserva de conformidad con los artículos 74 de la Constitución Nacional; 19 y 20 del Código Contencioso Administrativo, numeral 5 artículo 34 de la Ley 734 de 2002, 418, 419, 420 Y 431 del Código Penal sobre la revelación y utilización de los documentos o informaciones que tengan la clasificación del secreto o reservado” (fl.160 c.o.).
*
La Secretaría Judicial de la Sala Jurisdiccional Disciplinaria del Consejo Superior de la Judicatura, certificó que contra el doctor Luis Eduardo Beltrán Farías, identificado con la C.C. N°79.105.989 en su calidad de Juez Quinto Penal Municipal de Bogotá, no se registraban antecedentes disciplinarios durante los últimos 5 años (fl.165-166 c.o.).

Por auto del 30 de mayo de 2013, conforme al artículo 55 de la Ley 1474 de 2011, - modificatorio del artículo 169 de la Ley 734 de 2002, el A quo dispuso el traslado a los sujetos procesales para alegar de conclusión (fls. 169 c.o.) 

Notificados los sujetos procesales de la anterior decisión (fls.170-171 c.o.), solo acudió a alegar de conclusión el Ministerio Público, representado por el doctor Jaime Gutiérrez Millán – Procurador 20 Judicial II Penal, a través de oficio N°P20J-21-2012 del 17 de junio de 2013, donde manifestó que: 
1. “Se sabe de autos que los hechos por los cuales se ha proferido pliego de cargos en contra de Beltrán Farías, se remiten al proferimiento, en la fecha del 5 de marzo de 2009, de un fallo por medio del cual resolvió acción de habeas corpus en favor del condenado narcotraficante Edgar Salazar Corredor, en momentos en que la actuación correspondiente se hallaba al despacho del Magistrado Ponente de la Sala Penal del Tribunal Superior de Bogotá encargado de elaborar el proyecto de sentencia con la cual se desataría el recurso de apelación interpuesto contra el fallo de primer grado. 
2. Luego de haberse dispuesto la apertura de investigación disciplinaria mediante de auto del 22 de octubre de 2012 (folio 73 cuaderno principal), a través de proveído del 30 de mayo de 2012 se elevó pliego de cargos contra el disciplinado por infracción del artículo 153 - 1 de la Ley 270 de 1996, en concordancia con los artículos 30 de la Constitución Política y el 10 de la Ley Estatutaria de habeas corpus. 
3. Posteriormente, por solicitud elevada por el suscrito ante el Consejo el 26 de julio de 2012, misma que se reiteró en escrito allegado el 24 de octubre siguiente, esa superioridad accedió a variar la calificación jurídica de los cargos endilgados a Beltrán Farías por auto del 18 de diciembre de 2012, en el que precisó y adicionó el correspondiente a la infracción del artículo 48 - 1 de la Ley 734 de 2002, en concordancia con el artículo 196 del mismo estatuto. 
4. Revisado el acervo probatoria y luego de no apreciar la presencia de irregularidades sustanciales que vicien el debido proceso o el derecho de defensa, es el criterio del suscrito procurador que se encuentran acreditadas, en grado de certeza, las exigencias que tornan viable el proferimiento de fallo sancionatorio en contra del disciplinado”. 

Luego dijo como en efecto, era evidente la configuración a titulo de dolo, de la conducta prevista en el señalado en el numeral 1 del artículo 48 de la Ley 734 de 2002, no solo ante la ostensibilidad que al proferir la sentencia de Hábeas Corpus del 5 de marzo de 2009, a favor de un narcotraficante, Beltrán Farías había desconocido de manera abierta y grosera el numeral 1 de la Ley Estatutaria de esa acción Constitucional, cuando dio lugar a la arbitraria e irregular liberación del reo, quien se encontraba legalmente privado de la libertad luego de haber sido vencido en un juicio por el delito de Tráfico de Estupefacientes, significándole a aquel la asignación de pena de prisión, lo que fue ignorado por el Juez disciplinado, quien a pesar de estar suficientemente noticiado que la sentencia contra el narcotraficante Salazar Corredor había sido objeto del recurso de apelación y se encontraba en el despacho del Magistrado Ponente para la elaboración del proyecto de fallo de segunda instancia, procedió a otorgar la acción ya referida, actualizado con ello el tipo penal de Prevaricato por Acción Agravado, tratados en los artículos 413 y 415 de Código Penal. 
Así las cosas, no se trataba simplemente de una opinión personal esbozada por ese Procurador, sino que se propiciaba con la incorporación a estas diligencias de los fallos condenatorios de 1ª y 2ª instancia, a través de los cuales el Tribunal Superior de Bogotá - Sala Penal y la Corte Suprema de Justicia - Sala Penal, el 31 de mayo de 2010 y el 26 de junio de 2011, respectivamente, consolidaron el predicamento que la referida determinación correspondió efectivamente a una incursión por parte del disciplinado en el delito anotado – Prevaricato Por Acción Agravado, conforme a los artículos 413 y 415 del Código Penal, desvirtuando así plenamente la presunción de inocencia que lo cobijó a lo largo de toda una actuación, la cual libremente decidió llevar hasta el final, sin acogerse a mecanismos de terminación anticipada del proceso.
Observó que la fuerza probatoria derivada del contenido de tales sentencias conducía a pregonar la certeza de responsabilidad en cabeza del inculpado a titulo de dolo, puesto que todo lo que observó en el trámite tendiente a la definición de la acción de Hábeas Corpus de Salazar Corredor, no tuvo motivación distinta a la procurar su ilegal liberación, comportamiento este de mayor calado antijurídico que los simples desconocimientos que pudiesen haber rodeado la emisión de una determinación sin la debida fundamentación jurídica, pero eso sí, con franco desconocimiento de todos los deberes y responsabilidades que implican la delicada labor de administrar justicia. 
Entonces, esas eran las razones por las cuales solicitaba a esa Sala Disciplinaria que al momento de definir el fondo de la instancia, lo haga declarando la responsabilidad de Beltrán Farías por el único cargo de infracción al numeral 1 del artículo 48 de la Ley 734 de 2002 y en consecuencia, al tratarse de una falta gravísima con notorio abuso de la dignidad de su cargo y de las funciones inherentes, la misma debería suponer como sanción la de mayor rigor punitivo contemplada en el estatuto disciplinario, esto es, la de su destitución (fls.172-174 c.o.).
De fallo apelado en consulta. Mediante providencia del 18 de septiembre de 2013, la Sala Jurisdiccional Disciplinaria del Consejo Seccional de la Judicatura de Bogotá, resolvió: 
“PRIMERO. DECLARAR DISCIPLINARIAMENTE RESPONSABLE al doctor LUIS EDUARDO BELTRÁN FARÍAS, identificado con C.C.N° 79105989 de Engativá, en su calidad de Juez Quinto Penal Municipal de Bogotá, para la época de los hechos, por la incursión la presunta transgresión del deber consagrado en el numeral 1 del artículo 153 de la Ley 270 de 1996, en concordancia con lo dispuesto por los artículos 48 numeral 1 de la Ley 734 de 2002, 30 de la Constitución Política de Colombia, y 1 de la Ley Estatutaria 1095 de 1996. En consecuencia, SANCIÓNASE al doctor LUIS EDUARDO BELTRÁN FARÍAS con DESTITUCIÓN E INHABILIDAD GENERAL para ejercer cargos públicos por el término de veinte (20) años. SEGUNDO. TERMINAR LA ACTUACIÓN ADELANTADA contra el doctor LUIS EDUARDO BELTRÁN FARÍAS, respecto de la queja formulada por las irregularidades en el caso N°20090032, por las razones puntualizadas en la parte motiva de esta providencia. TERCERO. Hágasele saber al sancionado que contra la presente decisión procede el recurso de apelación. CUARTO. En caso de que esta decisión no fuere apelada, de acuerdo con lo dispuesto por el parágrafo 10 del artículo 112 de la ley 270 de 1996 y por el artículo 208 de la ley 734 de 2002, consúltese con la Sala Jurisdiccional Disciplinaria del Consejo Superior de la Judicatura. QUINTO. Ejecutoriada la presente providencia, por secretaría líbrense dentro del término previsto para el efecto las comunicaciones de ley (artículos 174 y 220 del C. D. U.). SEXTO. Por Secretaría désele trámite inmediato, sin dilaciones injustificadas, en orden a evitar la prescripción de la acción (…)” (fls.189-191 c.o.).
Para el efecto, una vez se hizo un recuento fáctico de la actuación e individualización del disciplinado, la Sala A quo indicó que al examinar los medios probatorios militantes en el informativo, se observaba como al interior del proceso penal N°11001320700320080012 – Radicado N° Interno 1018-3, la doctora María Claudia Merchán Rodríguez, en su calidad de Juez 3 Penal del Circuito Especializado de Bogotá, el 10 de marzo de 2008 profirió sentencia anticipada condenando al señor Edgar Salazar Corredor y Otro, a la pena principal de 16 años, 10 meses y 24 días y multa de 17.304.996 SMLMV como coautor responsable de los punibles de Tráfico de Estupefacientes Agravado y Concierto para Delinquir con fines de Narcotráfico, sin beneficio alguno; el 26 de marzo de 2008 el apoderado del señor Salazar Corredor, radicó memorial allegando fotocopia del memorial radicado el 7 de febrero de 2008, suscrito por la anterior apoderada del condenado, renunciando al poder conferido, con el fin que se tuviera en cuenta que, al momento de proferirse la sentencia, el condenado no contaba con defensa técnica; el 24 de abril de 2008 el apoderado del señor Salazar Corredor sustentó el recurso de apelación interpuesto contra la sentencia proferida el 10 de marzo anterior, por cuanto no estaba conforme con la dosificación punitiva. Así mismo señaló que, en aras del principio de lealtad procesal guardaba silencio respecto a la responsabilidad y autoría de sus representados en los punibles de concierto para delinquir con fines de narcotráfico, por cuando los sentenciados voluntariamente se acogieron a la figura de la sentencia anticipada (fl.51 a 52); por auto del 15 de mayo de 2008 se concedió la alzada en el efecto suspensivo ante la Sala Penal del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Bogotá; el 4 de marzo de 2009 el Juez Quinto Penal Municipal de Bogotá, realizó diligencia de inspección judicial al proceso, advirtiendo que Edgar Salazar Corredor, se encontraba privado de la libertad desde el 25 de abril de 2007 (fl. 64); por auto del 15 de mayo de 2009 se decidió obedecer y cumplir lo resuelto por la Sala Penal del Tribunal Superior de Bogotá, la que, mediante providencia del 19 de marzo de 2009, confirmó la sentencia condenatoria del 10 de marzo de 2008 (fl. 66). 
Dijo la Sala de instancia que de otro lado, del proceso de acción de Hábeas Corpus, se tenía como el 4 de marzo de 2009, fue interpuesta esa acción constitucional por el señor Mauricio Fernández Franco a favor de Edgar Salazar Corredor, con fundamento en que a éste se le estaba vulnerando el derecho a la libertad, pues la sentencia condenatoria proferida en su contra no había cobrado ejecutoria ante el recurso de apelación interpuesto, la que fue repartida al Juzgado Quinto Penal Municipal de Bogotá, donde por auto del 4 de marzo de 2009, se admitió, y se decretó la inspección judicial al proceso penal de marras; así el 5 de marzo de 2009, se resolvió la solicitud impetrada, concediendo la libertad al condenado, librándose despacho comisorio ante el Juez Penal Municipal o Promiscuo de Acacías – Meta, para que éste, a su vez, emitiera la boleta de libertad inmediata a favor del señor Edgar Salazar Corredor, con fundamento a lo previsto en el artículo 382 del Código de Procedimiento Penal.

Observó que según el Acta N°077- fl. 25 del c.o., el doctor Luis Eduardo Beltrán Farías, tomó posesión del cargo como Juez Quinto Penal Municipal de Bogotá en propiedad el 18 de julio de 1997 y que se contaba con prueba documental relacionada con las decisiones de primera y segunda instancia por el Tribunal Superior de Bogotá y la Sala Penal del Corte Suprema de Justicia al interior del proceso penal N°200900155, seguido contra el mismo funcionario, donde fue encontrado autor de la conducta punible de previsto en los artículos 413 y 415 del Código Penal, al proferir una decisión manifiestamente contraria a la ley al conceder la libertad del señor Salazar Corredor al interior de la acción de Hábeas Corpus N°20090083. 

Así una vez estudiado el material probatorio, se determinaba que, para la época de los hechos, 4 y 5 de marzo de 2009, fungía como Juez Quinto Penal Municipal de Bogotá el doctor Luis Eduardo Beltrán Farías, quien asumió el conocimiento de la demanda Constitucional de Hábeas Corpus arriba mencionada y la resolvió concediéndole la libertad inmediata al señor Edgar Salazar Corredor, basándose en el artículo 382 de la Ley 600 de 2000, el cual fue declarado inexequible mediante sentencia C-620 del 13 de junio de 2001 M.P. Jaime Araujo Rentería, y con fundamento en que el recurso de apelación interpuesto contra la sentencia condenatoria de primara instancia no había sido resuelto dentro del término legal por el Tribunal Superior de Bogotá, vulnerándose de esa manera el derecho a la libertad del procesado, como quiera que había transcurrido un lapso de tiempo supremamente considerable para el pronunciamiento cuando era sabido que la acción de Hábeas corpus era para reclamar la libertad personal de quien estaba privado de ella con violación de las garantías establecidas en la Constitución o en la Ley, o cuando la restricción de la libertad se prolongaba de manera ilegal, más allá de los términos deferidos a la autoridad para realizar las actuaciones que correspondiera dentro del respectivo proceso penal.

Entonces, de esta manera, quedaba demostrado, con la documental obrante al interior del proceso, que el funcionario investigado conoció y resolvió de fondo la acción de Hábeas Corpus, concediendo la libertad inmediata del señor Salazar Corredor, desconociendo las normas y la jurisprudencia que la regulaban; por manera que se halló demostrada la ocurrencia del elemento objetivo de la falta imputada al funcionario investigado en el pliego de cargos. 

Entonces, probada como se encontraba la comisión de la falta analizada en el epígrafe anterior se tenía que el autor de la misma, pudiendo y teniendo la oportunidad de hacerlo, pues se notificó personalmente de las actuaciones surtidas al interior del proceso disciplinario, fue renuente a ejercer el derecho de defensa esgrimiendo argumentos en su favor, no alegó de conclusión, ni demostró a su favor la ocurrencia de alguna de las causales justificantes previstas en el artículo 28 de la Ley 734 de 2002; siendo claro esta manera también que estaba haciendo uso de uno de los derechos procesales que se le reconocen, pues esta modalidad de conducta era considerada como parte del derecho defensa, tal como lo ha sostenido la Corte Suprema de Justicia: “Entre otros medios de defensa a que puede acudir el procesado, o el defensor en su nombre, está el de guardar silencio respecto de las circunstancias que rodearon el hecho motivo de investigación y su participación en el…” 
, a más que la conducta del Juez investigado no estaba justificada en ningún eximente de responsabilidad de los contenidos en el artículo 28 de la Ley 734 de 2002, de manera que, el elemento subjetivo de la falta imputada concurría de manera manifiesta. En efecto, siendo funcionario judicial con amplia experiencia en materia penal, conocía de antemano las normas jurídicas que regulaban el Hábeas Corpus, como también el Estatuto Deontológico propio de los Funcionarios Judiciales, siendo consiente de sus actuaciones, por lo que fuerza concluir que la decisión que tomó de darla la libertad al señor Edgar Salazar Corredor, la adoptó a sabiendas de la incursión en la falta disciplinaria, que en este proceso se le imputó a título de dolo, esto es, la realizó libre y voluntariamente, la quiso y ejecutó con conocimiento de causa y pudiendo, no hizo nada por evitarla.
En cuanto a las presuntas irregularidades por la decisión que profirió en el caso relacionado con Trangas - Radicado N°2009032 adelantado contra Luis Carlos Valencia y Otros, por el delito de Utilización Indebida de Información Privilegiada, evidenció que el mismo reproche fue objeto de estudio y decisión de fondo por el Magistrado Mauricio Martínez Sánchez de esa Corporación, al interior del proceso disciplinario N°200904404, en el cual, mediante providencia de fecha 11 de agosto de 2010, se dispuso la terminación anticipada de la actuación por encontrarla ajustada a derecho, decisión confirmada en segunda instancia el 7 de abril de 2011 (a.7). En tal virtud, era claro entonces que se estaba ante hechos ya decididos, situación que indubitablemente implica la aplicación del principio de prohibición de doble incriminación o non bis in ídem, siendo procedente, por tanto, terminar la actuación a su favor.

En cuanto a la naturaleza y dosificación de la sanción dijo la Sala de instancia que resultaba suficiente destacar que la conducta merecedora de reproche disciplinario por la cual fue procesado el encartado fue cometida a título de dolo, anteponiendo sus intereses particulares a la ley y a la jurisprudencia Constitucional, afectando de esta forma la credibilidad y la integridad de la administración de justicia. Así a la luz del artículo 48 de la Ley 734 del 2002, realizar objetivamente una descripción típica consagrada en la ley como delito sancionable a título dolo - previsto en los artículos 413 y 415 del Código Penal, era falta gravísima. El Juez Beltrán Farias, mediante sentencia del 31 de mayo de 2010 y 26 de enero de 2011, fue encontrado autor de la conducta punible de prevaricato por acción agravada al proferir una decisión manifiestamente contraria a la ley, al conocer la libertad del señor Salazar Corredor, al interior de la acción de Hábeas Corpus N°20090083. 

Entonces, la precedente conclusión imponía a esa Sala, de conformidad con lo establecido con el numeral 1 del artículo 44 de la Ley 734 de 2002, la decisión de sancionarlo con destitución e inhabilidad general para ejercer cargos públicos por el término de veinte (20) años (fls.176-191 c.o.). 

Notificados en forma debida los sujetos procesales, entre ellos al doctor Luis Eduardo Beltrán Farías (fl.191 c.o vuelto), no se interpuso recurso alguno y por oficio N°769 del 16 de octubre de 2013, se remitieron las diligencias a esta Superioridad para surtirse el grado jurisdiccional de consulta (fl.1 c.2ª Inst). 

Las diligencias fueron asignadas a quien funge como ponente el 18 de octubre de 2013 conforme al acta individual de reparto de la fecha y subido al Despacho en la misma fecha (fls.2 y 3 c.2ª Inst.).
TRÁMITE DE SEGUNDA INSTANCIA

Mediante auto del 23 de octubre 2013, se avocó el conocimiento de la presente actuación, a la vez se dispuso correrle traslado al representante del Ministerio Público, como también solicitar a la Secretaría de esta Sala para que informara si contra el doctor Luis Eduardo Beltrán Farías, existía alguna otra investigación por los mismos hechos (fl.4 c.2ª Inst.).

Mediante diligencia del 1° de noviembre de 2013, se notificó al Agente del Ministerio público (fl. 5 c. 2ª Inst.). Guardó silencio.

Conforme al certificado N°302637 del 7 de noviembre de 2013, la Secretaría Judicial de la Sala Jurisdiccional del Consejo Superior de la Judicatura, hizo constar que contra el doctor constancia del 18 noviembre de 2011, la Secretaría Judicial de esta Sala, hizo constar que contra el doctor Luis Eduardo Beltrán Farías, identificado con la C.C.N°79.105.989 y portador de la T.P. N°57.668, como Abogado y como Juez Quinto Penal Municipal de Bogotá, no se registraban antecedentes y no cursan otras investigaciones por los mismos hechos de los cuales se ocupa estas diligencias (fls. 8-10 c.2ª Inst.).

Calidad de disciplinable. Quedó probada conforme la certificación que reposa en el proceso (fls. 24 y s.s.c.o.).

Impedimentos. Observado el infolio, no se evidenció que alguno de los Magistrados que integran la Sala Jurisdiccional Disciplinaria del Consejo Superior de la Judicatura, hayan manifestado impedimento para conocer de las presentes diligencias.

La causa entró nuevamente al Despacho del ponente el 7 de noviembre de 2013 (fl.11 c.2ª Inst.).
CONSIDERACIONES

Competencia. Es competente esta Colegiatura para resolver en grado de consulta sobre las sentencias sancionatorias proferidas por las Salas Disciplinarias de los Consejos Seccionales de la Judicatura, al tenor de lo dispuesto en el numeral 3 del artículo 256 de la Constitución Política, numeral 4 del artículo 112 de la Ley 270 de 1996, en concordancia con lo que ordena el artículo 208 del Código Único Disciplinario-Ley 734 de 2002.

Antes de cualquier pronunciamiento, esta Sala considera válido precisar que si bien el A quo indicó que se hallaba responsable al disciplinado por la inobservancia de un deber funcional en concordancia con algunas normas – Constitucionales y legales, entre ellas la Ley 1095 de 1996 (sic), ello no comporta vicio de nulidad alguno, en tanto se probó que se trata de un error involuntario que se corrigió en la variación jurídica – formulación del pliego de cargos, cuando indicó la “Ley 1095 de 2006, promulgada en el Diario Oficial N°46.440 del 2 de noviembre de 2006…” (Sic), lo que conlleva ineludiblemente a concluir que la norma en cuestión tuvo vigencia a partir de esa anualidad y no en 1996 como equívocamente se anotó. 

Empero, si en gracia de discusión no se tuvieren en cuenta los anteriores argumentos, hay que observar que conforme al artículo 194 de la Ley 5ª de 1992 – Reglamento Interno del Congreso, las leyes guardan secuencia numérica y no por año, lo que hace inane, en el mejor de los contextos, citar la anualidad de la norma.

Del asunto a resolver. La Sala Jurisdiccional Disciplinaria del Consejo Superior de la Judicatura en esta oportunidad se pronuncia en grado jurisdiccional de consulta, respecto del fallo proferido el 18 de septiembre de 2013- Acta N°14, por medio del cual la Sala Jurisdiccional Disciplinaria del Consejo Seccional de la Judicatura de Bogotá, sancionó con DESTITUCIÓN E INHABILIDAD GENERAL para ejercer cargos públicos por el término de 20 años, al doctor LUIS EDUARDO BELTRÁN FARÍAS en su condición de Juez Quinto Penal Municipal de Bogotá, tras hallarlo responsable de infringir el deber consagrado en el numeral 1 del artículo 153 de la Ley 270 de 1996, en concordancia con lo dispuesto en el numeral 1 del artículo 48 de la Ley 734 de 2002; el artículo 30 de la Constitución Política y el artículo 1° de la Ley 1095 de 1996 (sic) – Hábeas Corpus.

Descripción de la falta endilgada. La Sala A quo en el fallo consultado sancionó al doctor LUIS EDUARDO BELTRÁN FARÍAS en su condición de Juez Quinto Penal Municipal de Bogotá, tras hallarlo responsable de infringir el deber consagrado en el numeral 1 del artículo 153 de la Ley 270 de 1996, en concordancia con lo dispuesto en el numeral 1 del artículo 48 de la Ley 734 de 2002; el artículo 30 de la Constitución Política y el artículo 1° de la Ley 1095 de 1996 (sic) – Hábeas Corpus, que rezan:
“Ley 270 de 1996.

(…)

Artículo 153. Deberes. Son deberes de los funcionarios y empleados, según corresponda, los siguientes: 
1. Respetar, cumplir y, dentro de la órbita de su competencia, hacer cumplir la Constitución, las leyes y los reglamentos. 

Constitución Política.

(…)

Artículo 30. Quien estuviere privado de su libertad y creyere estarlo ilegalmente, tiene derecho a invocar ante cualquier autoridad judicial, en todo tiempo, por sí o por interpuesta persona, el Hábeas Corpus. el cual debe resolverse en el término de treinta y seis horas” .

Ley 1095 de 2006 - Promulgada en el Diario Oficial N°46.440 del 2 de noviembre de 2006, reglamentó este derecho, y dispuso:
Artículo 1°. Definición. El Hébeas Corpus es un derecho fundamental y, a la vez una acción Constitucional que tutela la libertad personal cuando alguien es privado de la libertad con violación de las garantías constitucionales o legales, o esta se prolongue ilegalmente. Esta acción únicamente podrá invocarse o incoarse por una sola vez y para su decisión se aplicará el principio pro homine. El Hábeas Corpus no se suspenderá, aun en los Estados de Excepción…”

Ley 734 de 2002 
(…)

Artículo 48. Son Faltas gravísimas las siguientes: 
1. Realizar objetivamente una descripción típica consagrada en la ley como delito sancionable a título de dolo, cuando se cometa con razón o con ocasión o como consecuencia de la función o cargo o abusando del mismo.”
Por otra parte, el artículo 196 del Código Disciplinario Único establece que:
“Artículo 196. Constituye falta disciplinaria y da lugar a acción e imposición de la sanción correspondiente el incumplimiento de los deberes y prohibiciones, la incursión en las inhabilidades, impedimentos, incompatibilidades y conflicto de intereses previstos en la Constitución, en la Ley Estatutaria de la Administración de Justicia y demás leyes. Constituyen falta gravísima las contempladas en este código.” (Resalta la Sala).
Código Penal 

(…)

Artículo 413. Prevaricato por acción. El servidor público que profiera resolución, dictamen o concepto manifiestamente contrario a la ley, incurrirá en prisión de cuarenta y ocho (48) a ciento cuarenta y cuatro (144) meses, multa de sesenta y seis punto sesenta y seis (66.66) a trescientos (300) salarios mínimos legales mensuales vigentes, e inhabilitación para el ejercicio de derechos y funciones públicas de ochenta (80) a ciento cuarenta y cuatro (144) meses.”
(…) “Circunstancia de agravación punitiva. Las penas establecidas en los artículos anteriores se aumentarán hasta en una tercera parte cuando las conductas se realicen en actuaciones judiciales o administrativas que se adelanten por delitos de..., narcotráfico,….”.

Por su parte la Constitución Política en el artículo 6 establece: “Artículo 6. Los particulares sólo son responsables ante las autoridades por infringir la Constitución y las leyes. Los servidores públicos lo son por la misma causa y por omisión o extralimitación en el ejercicio de sus funciones.” (Resalta la Sala). 
Ha de indicarse que los funcionarios judiciales son destinatarios de la Ley disciplinaria, cuando en ejercicio de sus funciones o con ocasión de las mismas, incurran en falta disciplinaria, por acción u omisión, en forma dolosa o culposa, en orden al incumplimiento de los deberes, el abuso o extralimitación de los derechos y funciones, impedimentos, inhabilidades y conflictos de intereses, comportamientos que, por las circunstancias anotadas, pueden ser gravísimas o calificados como graves o leves. Además, la conducta del funcionario judicial, frente a las normas supuestamente infringidas, se debe adecuar en los tipos establecidos en la Ley Estatutaria de la Administración de Justicia, por ser especial y de superior jerarquía, acorde con lo establecido en el artículo 195 del Código Disciplinario Único.

De otro lado debe observarse que el artículo 142 de la Ley 734 de 2002, enseña: “No se podrá proferir fallo sancionatorio sin que obre en el proceso prueba que conduzca a la certeza sobre la existencia de la falta v de la responsabilidad del investigado (…)”. 
Ahora, nótese que la finalidad del poder sancionatorio conferido a esta jurisdicción se concreta en la posibilidad de imponer castigos a los funcionarios judiciales en busca de los logros de los fines del Estado mismo y particularmente asegurar el cumplimiento de los principios que gobiernan el ejercicio de la administración de justicia - igualdad, moralidad, eficacia, economía, celeridad, imparcialidad y publicidad. 

Así las sanciones imponibles deben perseguir una finalidad disuasoria de conductas que impidan la efectividad de los mencionados principios o el retiro del servicio de aquellos funcionarios cuya conducta extrema compromete de manera grave su realización, como se refirió el Legislador en el artículo 16 del Código Disciplinario Único, cuando indicó: “Artículo 16. Función de la sanción disciplinaria. La sanción disciplinaria tiene función preventiva y correctiva, para garantizar la efectividad de los principios y fines previstos en la Constitución, la ley y los tratados internacionales, que se deben observar en el ejercicio de la función pública.”
No está de más observar que las sanciones deben acatar los principios de legalidad y proporcionalidad, según los cuales las conductas punibles no solo deben estar descritas en norma previa – tipicidad, sino que, además, se obligan a tener un fundamento legal – principio de legalidad previsto en el artículo 4 de la Ley 734 de 2002. 

Del caso en concreto. Se el imputaron cargos al doctor LUIS EDUARDO BELTRÁN FARÍAS, en su condición de Juez Quinto Penal Municipal de Bogotá, para la época de los hechos, por la inobservancia del deber funcional consagrado en el numeral 1 del artículo 153 de la Ley 270 de 1996, en concordancia con lo dispuesto en el numeral 1 del artículo 48 de la Ley 734 de 2002; el artículo 30 de la Constitución Política y el artículo 1° de la Ley 1095 de 2006, por cuanto éste concedió un Hábeas Corpus, al señor Edgar Salazar Corredor y Otro, condenado a 16 años, 10 meses y 24 días y multa de 17.304.996 SMLMV como coautor responsable de los punibles de Tráfico de Estupefacientes Agravado y Concierto para Delinquir con fines de Narcotráfico, estando en curso un recurso de apelación ante la Sala Penal del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Bogotá.

Para entrar en contexto sobre el asunto, esta Superioridad ha de empezar por indicar como del infolio se tiene que: 

*
Al interior del proceso penal N°11001320700320080012 – Radicado - N° Interno 1018-3, el 10 de marzo de 2008, el Juzgado Tercero Penal del Circuito Especializado de Bogotá, profirió sentencia anticipada y condenó al señor Edgar Salazar Corredor y Otro, a la pena principal de 16 años, 10 meses y 24 días y multa de 17.304.996 SMLMV como coautor responsable de los punibles de Tráfico de Estupefacientes Agravado y Concierto para Delinquir con fines de Narcotráfico, sin beneficio alguno. (c.a).

*
Sin embargo, el procurador judicial del señor Salazar Corredor, el 26 de marzo de 2008, radicó un memorial allegando fotocopia de un escrito similar impetrado el 7 de febrero de esa anualidad, suscrito por la anterior defensa, renunciando al poder conferido, con el fin que se tuviera en cuenta que, al momento de proferirse la sentencia, el condenado no contaba con defensa técnica (c.a)

*
El 24 de abril de 2008 el nuevo apoderado del señor Salazar Corredor sustentó el recurso de apelación interpuesto contra la sentencia proferida el 10 de marzo anterior, por cuanto no estaba conforme con la dosificación punitiva y señaló que en aras del principio de lealtad procesal guardaba silencio respecto a la responsabilidad y autoría de sus representados en los punibles de Concierto para Delinquir con Fines de Narcotráfico, por cuando los sentenciados voluntariamente se acogieron a la figura de la sentencia anticipada (fl.51 a 52 c.a). 

*
Por auto del 15 de mayo de 2008 se concedió la alzada en el efecto suspensivo ante la Sala Penal del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Bogotá.

*
El 4 de marzo de 2009 el Juez Quinto Penal Municipal de Bogotá, realizó diligencia de inspección judicial al proceso, advirtiendo que Edgar Salazar Corredor, se encontraba privado de la libertad desde el 25 de abril de 2007 (fl. 64).

*
Por auto del 15 de mayo de 2009 se decidió obedecer y cumplir lo resuelto por la Sala Penal del Tribunal Superior de Bogotá, la que, mediante providencia del 19 de marzo de 2009, confirmó la sentencia condenatoria del 10 de marzo de 2008 (fl. 66). 

De otro lado, ya en plena referencia con el Hábeas Corpus, génesis de esta disciplinaria y que ocupa la atención de esta Sala, conforme al material probatorio arrimado al infolio, se tiene como la acción Constitucional - la de Hábeas Corpus, fue interpuesta por el señor Mauricio Fernández Franco a favor de Edgar Salazar Corredor, el 4 de marzo de 2009, alegando principalmente que éste último, se le estaba vulnerando el derecho a la libertad, pues la sentencia condenatoria proferida en su contra no había cobrado ejecutoria ante el recurso de apelación interpuesto. 

Al interior de la Acción Constitucional - Hábeas Corpus, se probó lo siguiente:

*
Una vez asignado el Hábeas Corpus al Juzgado Quinto Penal Municipal de Bogotá, por auto del 4 de marzo de 2009, se admitió y se decretó la inspección judicial al proceso penal de marras (c.a).

*
El 5 de marzo de 2009, se resolvió la solicitud impetrada, concediendo la libertad al señor Edgar Salazar Corredor, condenado a la pena principal de 16 años, 10 meses y 24 días y multa de 17.304.996 SMLMV como coautor responsable de los punibles de Tráfico de Estupefacientes Agravado y Concierto para Delinquir con fines de Narcotráfico, sin beneficio alguno, librándose despacho comisorio ante el Juez Penal Municipal o Promiscuo de Acacías – Meta, para que éste, a su vez, emitiera la boleta de libertad inmediata a favor de aquel con fundamento a lo previsto en el artículo 382 del Código de Procedimiento Penal (c.a).

Ahora, una vez estudiado el material probatorio, se determinó que, para la época de los hechos, 4 y 5 de marzo de 2009, el doctor Luis Eduardo Beltrán Farías, en su condición de Juez Quinto Penal Municipal de Bogotá, quien asumió el conocimiento de la demanda Constitucional de Hábeas Corpus arriba mencionada, la resolvió concediéndole la libertad inmediata al señor Edgar Salazar Corredor, se basó en el artículo el artículo 382 de la Ley 600 de 2000, que para infortunio del funcionario y para la época de los hechos, había sido declarado inexequible mediante sentencia C-620 del 13 de junio de 2001 M.P. Jaime Araujo Rentería, donde se dispuso: “En el artículo 382 se define el derecho de Hábeas Corpus y se fija su sentido y alcance, así: “El habeas corpus es una acción pública que tutela la libertad personal cuando alguien es capturado con violación de las garantías constitucionales o legales, o se prolongue ilegalmente la privación de la libertad. as peticiones sobre libertad de quien se encuentra legalmente privado de ella deberán formularse dentro del respectivo proceso”.
Pero aún mas, conforme al acervo probatorio se tiene que otro de los argumentos del Juez disciplinado fue que el recurso de apelación interpuesto contra la sentencia condenatoria de primara instancia, dictado el 10 de marzo de 2008, el Juzgado Tercero Penal del Circuito Especializado de Bogotá, no había sido resuelto dentro del término legal por el Tribunal Superior de Bogotá – Sala Penal, lo que de contera violaba el derecho a la libertad del procesado, como quiera que había transcurrido un lapso de tiempo “supremamente considerable” (Sic) para el pronunciamiento cuando era sabido que la acción de Hábeas Corpus se constituyó para reclamar la libertad personal de quien estaba privado de ella con violación de las garantías establecidas en la Constitución o en la Ley, o cuando la restricción de la libertad se prolongaba de manera ilegal, más allá de los términos deferidos a la autoridad para realizar las actuaciones que correspondiera dentro del respectivo proceso penal, precisamente como lo indicó la Corte Constitucional.

Pero para tener más claridad sobre el pronunciamiento del Juez, por el cual se le llamó a juicio disciplinario y sancionado en primera instancia, se hace trascripción textual de los apartes pertinentes: “... con relación a Edgar Salazar Corredor, y con la inspección judicial practicada por este despacho se desprende con meridiana claridad que en efecto el Juzgado Tercero Penal del Circuito de esta ciudad, el 10 de marzo del año próximo pasado, profirió sentencia condenatoria en contra de Edgar Salazar Corredor imponiéndole la pena principal de 16 años, 10 meses y 24 días de prisión y multa de 17.304.996 SMLMV como autor responsable del delito de tráfico de estupefacientes agravado y concierto para delinquir con fines de narcotráfico; esa decisión fue motivo de apelación por el defensor de Salazar Corredor el 24 de abril del mismo año, y el 15 de mayo de 2008 se concedió el recurso, pero a la fecha, y de manera incontrovertible se pudo establecer que el recurso de apelación no ha sido resuelto dentro del término legal por el Honorable Tribunal Superior de Bogotá Sala Penal, vulnerándose de manera clara el derecho a la libertad del procesado Edgar Salazar Corredor, como que ha transcurrido un lapso de tiempo supremamente considerable para el pronunciamiento, sea en el sentido de confirmar ora revocar la providencia impugnada: y colorarlo a lo anterior de manera flagrante se vulnera el derecho a la libertad del procesado, y es por lo mismo que resulta imperioso para este juzgado decretar la libertad inmediata e incondicional del señor Edgar Salazar Corredor ...” (Sic para lo transcrito – resalta la Sala). 

Conforme a lo anterior, solo quedó demostrado, que el funcionario investigado conoció y resolvió de fondo la acción de Hábeas Corpus, concediendo la libertad inmediata del señor Salazar Corredor, desconociendo las normas y la jurisprudencia que regulaban la Acción Constitucional; por manera que se halló demostrada la ocurrencia del elemento objetivo de la falta imputada al funcionario investigado en el pliego de cargos y con ello la antijuricidad de la falta. 

Y esta Superioridad, halló plena comunión en lo observado por la Sala A quo y el Ministerio Público, cuando se precisó en la instancia que la acción pública de Hábeas Corpus, es para reclamar la libertad personal de quien está privado de ella con violación de las garantías establecidas en la Constitución o en la Ley, o cuando la restricción de la libertad se prolonga de manera ilegal, más allá de los términos deferidos a la autoridad para realizar las actuaciones que corresponda dentro del respectivo proceso penal, prohibiéndose, contrario sensu, según se ha podido decantar en la jurisprudencia, de cara a las siguientes finalidades: “1) Sustituir los procedimiento judiciales comunes dentro de los cuales deben formularse las peticiones de libertad; 2) reemplazar los recursos ordinarios de reposición y apelación establecidos como mecanismos legales idóneos para impugnar las decisiones que interfieren el derecho a la libertad personal; 3) desplazar al funcionario judicial competente; y 4) obtener opinión diversa - a manera de instancia adicional - de la autoridad llamada a resolver lo atinente a la libertad de la persona. Así las cosas, si una persona es privada de su libertad por decisión de la autoridad competente, como pudo observarse en el caso bajo estudio y génesis de estas disciplinarias, adoptada dentro de un proceso judicial en curso, las solicitudes de libertad tienen que ser formuladas y resueltas por la misma autoridad y contra su negativa, deben interponerse los recursos ordinarios, antes de promover la acción Constitucional, salvo en los casos en que la decisión que interfiere en el derecho a la libertad personal sea catalogada como una vía de hecho, o en que se vislumbre la prosperidad de alguna de las otras causales genéricas haciendo viable ese “recurso extraordinarísimo”, si se quiere y en el mejor de los términos, circunstancias en las cuales, sin lugar a dudas, no se encontraba el señor Edgar Salazar Corredor y quien precisamente había sido condenado a 16 años, 10 meses y 24 días y multa de 17.304.996 SMLMV como coautor responsable de los punibles de Tráfico de Estupefacientes Agravado y Concierto para Delinquir con fines de Narcotráfico, aceptando su culpabilidad y allanándose como se indicó al interior del proceso penal N°11001320700320080012 – Radicado - N° Interno 1018-3, el 10 de marzo de 2008, por el Juzgado Tercero Penal del Circuito Especializado de Bogotá, acogiéndose a la figura de sentencia anticipada y la decisión de la segunda instancia para nada incidía en su libertad, pues el recurso únicamente atacaba la dosificación de la pena y no su autoría y responsabilidad, en otras palabras, en cuanto la única expectativa que tenía el condenado con el recurso de apelación era obtener una rebaja en la pena impuesta, más no su libertad. 

Ahora, sin dejar de observar el inciso tercero del artículo segundo de la Ley 734 de 2002, ha depreciarse que la autoridad penal con base en sus atribuciones Constitucionales, Legales y Jurisprudenciales con sus decisiones de primera y segunda instancia dadas por el Tribunal Superior de Bogotá – Sala Penal y la Corte Suprema de Justicia - Sala Penal del Corte Suprema de Justicia al interior del proceso penal N°200900155, seguido contra el doctor Luis Eduardo Beltrán Farías - Juez Quinto Penal Municipal de Bogotá, fue encontrado como autor de la conducta punible de Prevaricato por Acción Agravado previsto en los artículo 413 y 415 del Código Penal, al proferir una decisión manifiestamente contraria a la ley al conceder la libertad del señor Salazar Corredor al interior de la acción de Hábeas Corpus N°20090083. 

Así las cosas, en este momento procesal, ha de iterarse que el A quo imputó al encartado la vulneración del deber previsto en el numeral 1 del artículo 153 de la Ley 270 de 1996, calificando la falta como GRAVISIMA al tenor de lo señalado en los artículos 42, 43 y numeral 1 del artículo 48 de la Ley 734 de 2002, determinado el grado de culpabilidad a título de DOLO. 

En efecto, el artículo 42 clasifica las faltas disciplinarias en; 1.) Gravísimas; 2). Graves y 3). Leves, distinto a la manifestación de la culpa punible, pues habrá culpa gravísima cuando se incurra en falta disciplinaria por ignorancia supina, desatención elemental o violación manifiesta de reglas de obligatorio cumplimiento. 

El artículo 48 de la Ley 734 de 2002, consagró taxativamente una serie de faltas consideradas como GRAVÍSIMAS, como lo calificó el A quo, quien además de imputar como infracción la vulneración al deber previsto en el numeral 1 del artículo 153 de la Ley 270 de 1996, la calificó como gravísima en los términos del numeral 1 del artículo 48 de la Ley 734 de 2002. 

Ahora bien, la conducta del Juez investigado, en momento alguno se halló justificada, en los eximentes de responsabilidad previstos en el artículo 28 de la Ley 734 de 2002, de manera que, el elemento subjetivo de la falta concurre de manera manifiesta. 

En efecto, siendo funcionario judicial con amplia experiencia en materia penal, conocía de antemano las normas jurídicas que regulaban el Hábeas Corpus, como también el Estatuto Deontológico propio de los Funcionarios Judiciales, siendo consiente de lo que hacía, por lo que fuerza concluir que la decisión que tomó de dar la libertad al señor Edgar Salazar Corredor, la adoptó a sabiendas que con ella estaba incurriendo en la falta disciplinaria que en este proceso se le imputó a título de dolo, esto es, la realizó libre y voluntariamente, la quiso y ejecutó con conocimiento de causa y pudiendo, no hizo nada por evitarla, llenando el elemento subjetivo de la conducta.

Así las cosas, se colige entonces que se agotaron en contra del funcionario investigado los presupuestos demandados en la ley disciplinaria, para proferir sentencia de carácter sancionatorio por la realización de la conducta calificada como gravísima a título de dolo, siendo evidente la antijuridicidad de dicha actuación habida cuenta de la flagrante disconformidad con el ordenamiento jurídico que choca con los fines esenciales del Estado y con los principios orientadores de la integridad del administrador de justicia. Resulta entonces, que la Sala encuentra estructurada la falta atribuida y referida a la incursión del disciplinado en la falta GRAVISIMA consagrada en el numeral 1 del artículo 48 de la Ley 734 de 2002.
A manera de nota académica, recuérdese que las normas disciplinarias buscan encauzar la conducta de quienes desempeñan funciones públicas, imponiéndoles una serie de deberes para lograr el cumplimiento de los cometidos, fines y funciones Estatales, de manera que el objeto de protección de este derecho – el disciplinario, es el deber funcional y su incumplimiento determina la antijuridicidad de la conducta, empero, no es el mero desconocimiento formal del deber, sino la infracción sustancial del mismo, lo que atenta contra el buen funcionamiento de la administración de justicia y altera el discurrir normal de los actos.

No existe duda en este caso, acerca del desconocimiento de los deberes legales a cargo del doctor Luis Eduardo Beltrán Farías, en su condición de Juez Quinto Panal Municipal de Bogotá, ni sobre su responsabilidad, pues su conducta se muestra carente de justificación y aunado a ello, dada su formación profesional y su experiencia como servidor de la Rama Judicial, existe certeza sobre su conocimiento jurídico, por lo que el incumplimiento de las normas procesales en cita, tornan reprochable su conducta, a título de dolo, por lo que habrá de confirmarse la sentencia de primer grado, de cara a los presupuestos fácticos y jurídicos expuestos en precedencia. 

Observó también esta Sala como lo hizo la instancia que el doctor Luis Eduardo Beltrán Farías, pudiendo y teniendo la oportunidad de hacerlo, habiendo sido notificado de todas y cada una de las actuaciones surtidas al interior del proceso disciplinario, fue renuente a ejercer el derecho de defensa para esgrimir algún argumentos en su favor, no alegó de conclusión, ni entró a demostrar la ocurrencia de alguna de las causales justificantes previstas en el artículo 28 de la Ley 734 de 2002, no sin antes observar con alto grado de preocupación la proclividad del funcionario a la comisión de esta clase de conductas, como la de objeto de estudio, cuando si bien no aparece registrado antecedente alguno disciplinario en esta Jurisdicción, en la penal ordinaria y la Procuraduría sí, veamos, donde se certificó lo siguiente:

-
Por oficio N°2664305/ARAIJ-GRURA 38.10 del 6 de mayo de 2013 el Consultor de Base de Datos de la Dirección de Investigación Criminal e Interpol de la Policía Nacional, en la base de datos aparecían a nombre del señor Luis Eduardo Beltrán Farías los siguientes registros: 

“Juzgado 64 Penal Municipal de Garantías de Bogotá, en oficio 032 del 14 de julio del 2009, comunica orden de captura, para formular imputación e imponer medida aseguramiento, proceso 110016000092200900157 ni 97748, por el delito de Prevaricato por Acción. Misma autoridad cancela orden de captura sin motivo en oficio sin número y sin fecha. 

Fiscalía 24 Delegada Unidad Delegada ante el Tribunal Superior de Bogotá, en oficio 24-00058 del 24 de julio del 2009, comunica orden de captura, Proceso 16195, por el delito de Peculado y Prevaricato. Misma autoridad cancela orden de captura sin motivo en oficio sin número y sin fecha.

Tribunal Superior Sala Penal de Bogotá, en oficio 1969 del 09 de marzo del 2011, comunica sentencia de fecha 31/05/2010, condenó a 120 meses de prisión, no informa si o no concedió el subrogado de la pena, la Sala de Casación Penal Honorable Corte Suprema modifica a 66 meses de prisión y confirma, Proceso 2009-00155-00, por el delito de prevaricato por acción. 

Juzgado 16 de Ejecución de Penas y Medidas de Bogotá, en oficio 357 del 15 de marzo del 2011, comunica solicitud de antecedentes, condenó el Tribunal Superior de Bogotá a la pena de 5 años y 6 meses de prisión. proceso 110016000922000900155, por el delito de prevaricato por acción.

Tribunal Superior de Distrito Judicial Sala Penal de Bogotá, en oficio 7-5004 del 19 de octubre del 2012, comunica sentencia de fecha 01/10/2012, condena 34 meses de prisión, proceso 1100160000922009-00157 -00, por el delito de prevaricato por acción.

Tribunal Superior Tribunal Superior Distrito Judicial de Bogotá, en oficio 23549 del 1G de noviembre del 2005, comunica sentencia de fecha 11/11/05, condenó a 74 meses prisión, no concede subrogado penal, proceso 110012204000200301285, por el delito de concusión.
Figura como Luis Eduardo Beltrán Farías con Cédula de Ciudadanía 79105989: Fiscalía 7 Seccional Unidad Seccional de Fiscalías de Bogotá, en oficio 241 del 01 de julio del 2003, comunica solicitud de antecedentes, proceso 14322, no informa delito. 

Por su parte la Procuraduría General de la Nación, a través del Certificado N°45857823 del 17 de abril de 2013 hizo constar que el señor Luis Eduardo Beltrán Farías, registraba las siguientes anotaciones:
- Prisión – 66 meses –multa en SM.L.M.V $ 108.30 – Inhabilidad para desempeñar derechos y funciones públicas, 94 meses – Delito : Prevaricato por Acción – Ley 599 de 2000 – Decisión de Primera Instancia : Tribunal Superior de Bogotá –mayo 31 de 2010 – Decisión de Segunda Instancia: Corte Suprema de Justicia – enero 26 de 2011.

- Prisión – 32 meses –multa en SM.L.M.V $ 44.44 – Inhabilidad para desempeñar derechos y funciones públicas, 40 meses – Delito: Prevaricato por Acción – Ley 599 de 2000 – Decisión de Primera Instancia: Tribunal Superior de Bogotá – octubre 24 de 2012.

- Inhabilidades – para contratar con el Estado Ley 80 de 1993 – Artículo 8, Literal D, del 23 de febrero de 2011 al 22 de febrero de 2016; del 19 de octubre de 2012 al 18 de octubre de 2017; del 23 de febrero de 2011 al 22 de febrero de 2021 (fls.154-158 c.o.). 

En cuanto a las presuntas irregularidades en que incurrió por la decisión que profirió en el caso relacionado con Transgas – Radicado N°2009032 adelantado contra Luis Carlos Valencia y Otros, por el delito de Utilización Indebida de Información Privilegiada, se evidencia que el mismo reproche fue objeto de estudio y decisión de fondo por el Magistrado Mauricio Martínez Sánchez de ésta misma Corporación, al interior del proceso disciplinario N°200904404, en el cual, mediante providencia de fecha 11 de agosto de 2010, se dispuso la terminación anticipada de la actuación por encontrarla ajustada a derecho, decisión que fue Confirmada por la Sala Jurisdiccional Disciplinaria del Consejo Superior de la Judicatura el 7 de abril de 2011 (c.a7), entonces se confirma lo decidido en instancia al estar ante hechos ya estudiados y resueltos por esta Jurisdicción

De la sanción. La finalidad del poder sancionatorio conferido a esta jurisdicción se concreta precisamente en la posibilidad de imponer sanciones a las conductas disuasorias que impiden la efectividad de los principios Constitucionales que rigen la administración de justicia, la punición de las mismas con fines correccionales, o el retiro del servicio de aquellos funcionarios cuya conducta extrema compromete de manera grave la realización de los mismos. A esta realidad se refiere concretamente el artículo 16 del Código Disciplinario Único cuando afirma lo siguiente: “Artículo 16. Función de la sanción disciplinaria. La sanción disciplinaria tiene función preventiva y correctiva, para garantizar la efectividad de los principios y fines previstos en la Constitución, la ley y los tratados internacionales, que se deben observar en el ejercicio de la función pública.”
De otro lado, tales sanciones disciplinarias deben acatar los principios de legalidad y proporcionalidad, según los cuales las conductas sancionables no sólo deben estar descritas en norma previa – tipicidad, sino que, además, deben tener un fundamento legal. Además, es claro que el principio de legalidad – previsto en el consagrado en el artículo 4 la Ley 734 de 2002, implica también que la sanción debe estar predeterminada ya que debe haber certidumbre normativa previa sobre la sanción a imponer, pues las normas que consagran las faltas deben estatuir también con carácter previo, los correctivos y sanciones aplicables a quienes incurran en aquéllas.

Ahora, en cuanto al principio de proporcionalidad éste exige que tanto la falta descrita como la sanción correspondiente a la misma resulten adecuadas a los fines de la norma, esto es, a la realización de los principios que gobiernan la administración de justicia. Respecto de la sanción, la proporcionalidad implica también que ella no resulte excesiva en rigidez frente a la gravedad de la conducta, ni tampoco carente de importancia frente a esa misma gravedad. Sobre este particular el artículo 18 del mismo Código Disciplinario Único, define lo siguiente: “Artículo 18. Proporcionalidad. La sanción disciplinaria debe corresponder a la gravedad de la falta cometida. En la graduación de la sanción deben aplicarse los criterios que fija esta ley.”
De todo lo anterior se concluye que el derecho disciplinario pretende regular la actuación de los funcionarios judiciales con miras a asegurar los principios de igualdad, moralidad, eficacia, economía, celeridad, imparcialidad y publicidad que la rigen, y que, para tal cometido, describe mediante ley una serie de conductas que estima contrarias a ese cometido, sancionándolas proporcionalmente a la afectación de tales intereses que ellas producen. 

Como ya se dijo, dentro del catálogo de faltas gravísimas que son señaladas taxativamente por el artículo 48, esta la del numeral 1 que reza: “Realizar objetivamente una descripción típica consagrada en la ley como delito sancionable a título de dolo, cuando se cometa en razón, con ocasión o como consecuencia de la función o cargo, o abusando del mismo.” Esta causal permite sancionar como falta gravísima la falsedad ideológica en documento público, como la acontecida en el presente asunto, por lo que persiste la calificación de la naturaleza de la falta como GRAVISIMA DOLOSA.

Entonces, atendiendo a que la modalidad de la falta correspondió a la señalada en el numeral 1 del artículo 48 de la Ley 734 de 2002, lo cual genera la destitución e inhabilidad general de conformidad con lo previsto en el numeral 1 del artículo 44 ibídem, habría de confirmarse en su integridad el fallo proferido el 18 de septiembre de 2013- Acta N°14, por medio del cual la Sala Jurisdiccional Disciplinaria del Consejo Seccional de la Judicatura de Bogotá, sancionó con DESTITUCIÓN E INHABILIDAD GENERAL para ejercer cargos públicos por el término de 20 años, al doctor LUIS EDUARDO BELTRÁN FARÍAS en su condición de Juez Quinto Penal Municipal de Bogotá, tras hallarlo responsable de infringir el deber consagrado en el numeral 1 del artículo 153 de la Ley 270 de 1996, en concordancia con lo dispuesto en el numeral 1 del artículo 48 de la Ley 734 de 2002; el artículo 30 de la Constitución Política y el artículo 1° de la Ley 1095 de 1996 (sic) – Hábeas Corpus y que habrá de comunicarse a las instancias respectivas, como al nominador del Juez Quinto Penal Municipal de Bogotá, la Procuraduría General de la Nación y al Pagador de la Rama Judicial, entre otras para los fines de ley. 

En mérito de lo expuesto, la SALA JURISDICCIONAL DISCIPLINARIA DEL CONSEJO SUPERIOR DE LA JUDICATURA, administrando justicia en nombre de la República de Colombia y por autoridad de la ley,
RESUELVE
Primero.- CONFIRMAR el fallo consultado, proferido el 18 de septiembre de 2013- Acta N°14, por medio del cual la Sala Jurisdiccional Disciplinaria del Consejo Seccional de la Judicatura de Bogotá, sancionó con DESTITUCIÓN E INHABILIDAD GENERAL para ejercer cargos públicos por el término de 20 años, al doctor LUIS EDUARDO BELTRÁN FARÍAS en su condición de Juez Quinto Penal Municipal de Bogotá, para la época de los hechos tras hallarlo responsable de infringir el deber consagrado en el numeral 1 del artículo 153 de la ley 270 de 1996, en concordancia con lo dispuesto en el numeral 1 del artículo 48 de la ley 734 de 2002; el artículo 30 de la Constitución Política y el artículo 1° de la ley 1095 de 1996 (sic) – Hábeas Corpus, conforme a las consideraciones de la parte motiva de esta providencia. 

Segundo.- CONFIRMAR la terminación de la actuación adelantada contra el doctor LUIS EDUARDO BELTRÁN FARÍAS, respecto de la queja formulada por las irregularidades dentro del radicado N°20090032 -, relacionado con Transgas – radicado N°2009032 adelantado contra Luis Carlos Valencia y Otros, conforme a las razones puntualizadas en la parte motiva de esta providencia. 
Tercero.- Comunicar esta decisión a la a las instancias respectivas, como al nominador del Juez Quinto Penal Municipal de Bogotá, la Procuraduría General de la Nación, y al Pagador de la Rama Judicial, entre otras, para los fines de ley. 

Cuarto.- Devuélvase el expediente al Consejo Seccional de Origen para que en primer lugar, notifique a todas las partes del proceso y en segundo lugar, cumpla lo dispuesto por la Sala. 
Quinto.- Por la Secretaría Judicial de esta Sala, líbrense las comunicaciones pertinentes.
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